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INEFICACIA DE LA AFILIACIÓN AL RÉGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD / DIFERENCIAS CON TRANSICIÓN Y SIN TRANSICIÓN / NO SE PROBÓ QUE EL TRASLADO OCURRIÓ POR UN ENGAÑO O UNA EQUIVOCACIÓN EN QUE LA HIZO INCURRIR LA AFP / NIEGA / CONFIRMA -  La Sala de Casación Laboral mediante sentencia SL12136 de 3 de septiembre de 2014 radicación Nº 46.292 con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, determinó con base en lo previsto en los artículos 13 literal b) y 271 de la Ley 100 de 1993, que cuando se presenten controversias frente a los traslados entre el régimen de prima media con prestación definida y el de ahorro individual con solidaridad, lo que debe analizarse es si el acto jurídico que lo generó resulta o no eficaz.
(…)
Nótese que en tales circunstancias, esto es, cuando está en juego por el traslado la posible pérdida del beneficio de la transición, por el detrimento que ello implica respecto al cumplimiento de los requisitos para acceder al derecho, evidentemente menores en la legislación anterior (sea Acuerdo 049 de 1990, ley 71 de 1988 o ley 33 de 1985), resulta prioritario que la Administradora pruebe, sin asomo de duda, que advirtió a quien solicita el traslado, la pérdida del beneficio y sus consecuencias, en orden a que él pudiera tomar una decisión libre y voluntaria.

No obstante, cuando se trate de afiliados que no son beneficiarios del régimen de transición, como quiera que su traslado no acarrea la pérdida de situaciones favorables basadas en legislación anterior, para lograr la ineficacia del traslado, corresponde al actor evidenciar en el proceso, que información equivocada o falaz lo llevó a optar por escoger el RAIS a pesar del perjuicio que ello le significa, sin que por su simple afirmación, traslade la carga probatoria a la correspondiente administradora. Ello es así en consideración a que las personas cuyos derechos estén regidos en un todo por ley 100 de 1993 no pueden prescindir del hecho que el sistema general de pensiones está compuesto por dos regímenes solidarios excluyentes, cada uno de ellos con características diferentes, con todos sus pros y contras, pero que en todo caso se entienden como sistemas con beneficios equiparables. Si no fuera así no podrían coexistir, como en efecto lo hacen.

De allí que en estos casos, para establecer la ineficacia del traslado sea preciso que se pruebe, sin lugar a dudas, que se recibió información errónea o falaz  y que con base en ella se asumió la decisión del traslado, que lo perjudica.

(…)
La (…), hermana de la demandante, indicó que ésta se trasladó motivada por beneficios tales como la posibilidad de pensionarse de manera anticipada y heredar el capital ahorrado a sus hijos; que en varias oportunidades le insistió a su familiar que se trasladara de régimen, pero ésta se mantenía en su decisión y solo cuando fue al fondo con la aspiración de pensionarse encontró que su mesada sería muy inferior a la aspirada, por lo que concluyó que era conveniente retornar al régimen de prima media.  

Esta última afirmación, es corroborada por la actora al momento de absolver el interrogatorio de parte, pues señaló que su descontento con el régimen de ahorro individual con solidaridad solo se vino a materializar a principio del año 2014, cuando aparentemente se le informó que la posible mesada pensional que obtendría sería equivalente a una suma aproximada a los $1.200.000, la cual, a simple vista le resultó muy muy inferior de acuerdo con los ingresos sobre los cuales había efectuado sus cotizaciones; es decir, su inconformidad realmente no proviene de que se le haya dado una información falaz que hubiere producido en ella un convencimiento erróneo sobre las particularidades del régimen de ahorro individual con solidaridad como lo quería hacer ver con las afirmaciones contenidas en la demanda.

(…)
Pues bien, aunque el actor hubiera allegado -que no lo hizo- liquidaciones actuales de la AFP concernientes al valor de lo que percibiría hoy en día como mesada pensional, de todos modos no habría lugar a declarar la ineficacia del traslado, ya que con ello no se demostraría que inicialmente se le dio una información equivocada o mentirosa por parte de las AFPs Colfondos S.A. o Protección S.A. tendiente a que se afiliara a ese régimen pensional, pues la cuantificación actual del monto pensional obviamente resulta efectuada gracias a la certeza que se tiene de saber, a ciencia cierta, cuáles son los ahorros que en realidad acumula el accionante en su cuenta de ahorro individual y sus rendimientos, así como el valor del correspondiente bono pensional; estudio que de haberse realizado para mayo de 1997, consistiría en un cálculo contentivo de hipotéticas predicciones como las de comportamientos de los mercados durante los años futuros, continuidad en el vínculo laboral, monto de las cotizaciones, alteraciones de las tasas de interés, aspectos todos que, se itera, de haberse realizado, precisamente requerirían de análisis y crítica en el juicio, de manera tal que permitieran apoyar o desechar la tesis de haber recibido información equivocada o falaz. 

De lo anterior se deriva también que la simple manifestación de inconformidad de que el valor de la pensión a recibir en este momento en el régimen de prima media pueda resultar superior al que se ha de recibir en el RAIS, por si sola no constituye prueba de que cuando realizó su traslado, lo haya hecho movido por un engaño o por una equivocada información. En realidad en esta clase de asuntos el actor, para triunfar en sus pretensiones, entre otros aspectos, debe probar el perjuicio sufrido, la información equivocada o falaz que recibió de la Administradora y la relación de causalidad entre esta y su traslado. Aspectos todos, que se quedaron huérfanos de prueba en este trámite judicial.

Así las cosas, al no quedar acreditado que el traslado efectuado por la señora Blanca Libia Sepúlveda ocurrió por un engaño o una equivocación en que la hizo incurrir la AFP, necesario resulta concluir que el mismo no resulta ineficaz, motivo por el que se confirmará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 31 de mayo de 2017.
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SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, diecisiete de enero de dos mil dieciocho, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las sociedades COLFONDOS S.A. Y PROTECCIÓN S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 31 de mayo de 2017, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que les promueve la señora BLANCA LIBIA SEPÚLVEDA y en el que también se encuentra demandada la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2016-00087-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora Blanca Libia Sepúlveda que la justicia laboral declare la nulidad del traslado del régimen de prima media con prestación definida al régimen de ahorro individual con solidaridad y con base en ello aspira que se ordene a AFP Protección Pensiones y Cesantías S.A. girar a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones el monto que se encuentre en la cuenta de ahorro individual y las costas procesales a su favor.

Subsidiariamente solicita que se declare la excepción de inconstitucionalidad del literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 2º de la Ley 797 del año 2003 y como consecuencia se autorice el traslado al régimen de prima media con prestación definida, en los mismos términos solicitados de manera principal.
Refiere que: Nació el 10 de mayo de 1959; se afilió e hizo cotizaciones al régimen de prima media con prestación definida administrado por el extinto ISS, hoy Administradora Colombiana de Pensiones; en mayo de 1997 se trasladó al régimen de ahorro individual con solidaridad al afiliarse a la AFP Colfondos S.A.; en ese momento la sociedad demandada y el ISS omitieron informarle sobre las consecuencias que traía la desvinculación del régimen de prima media con prestación definida, pues el fondo sólo se limitó a informarle de la posibilidad de pensionarse a cualquier edad con un monto superior al alcanzado en el régimen de prima media, permitiéndole incluso dejar a sus herederos la suma acumulada en su cuenta de ahorro individual; posteriormente, bajo la promesa de unas mejores condiciones se trasladó a la AFP Protección Pensiones y Cesantías S.A. en el mes de octubre de 2007.

Indicó que luego de cotizar de manera oportuna y continua inició trámites pensionales, recibiendo como respuesta por parte del fondo privado que al cumplir los 55 años edad su pensión sería del orden de $1.331.353 y si esperaba para pensionarse a los 57 años edad, ésta ascendería a $1.577.657, con lo cual confirmó que estos montos eran inferiores a los montos sobre los cuales realizó la cotización, pues luego de realizar los cálculos correspondientes concluyó que el promedio de lo devengado en toda la vida laboral era igual a $3.241.203 y de los últimos 10 años era del orden de $4.377.411, con lo cual evidenció el engaño del cual fue víctima, por lo que solicitó, el 11 de junio de 2014,  el traslado al régimen de prima media, siendo negado tanto por Colpensiones como por Protección S.A., al verificar que le faltaban menos de 10 años para pensionarse.
La AFP Colfondos S.A. al dar respuesta al libelo introductorio –fls. 80 a 105- manifestó que inicialmente la demandante se trasladó a ese fondo privado el 29 de abril de 1997, de forma libre y espontánea y así se infiere del formulario de afiliación que suscribió; que posteriormente, el día 30 de abril de 2000 se trasladó a la AFP Skandia, hoy Old Mutual, para luego, el 5 de octubre de 2000 retornar a ese fondo, trasladándose por última vez el 31 de julio de 2007 a Protección S.A. entidad a la cual migró el total del capital depositado en su cuenta de ahorro individual.

Refiere que cuando abordó a la accionante para su traslado le brindó la información relacionada con las características propias de ese régimen pensional. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de fondo de “Validez de la afiliación al régimen de ahorro individual con solidaridad”, “Prescripción”, “Saneamiento de la eventual nulidad relativa por el paso del tiempo”, “Pago”, “Compensación” y “Buena fe”.

Al contestar la demanda –fls.108 a 118- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento de la actora, su afiliación al extinto ISS, las semanas cotizadas tanto al régimen de prima media con prestación definida como al de ahorro individual, así como la solicitud de traslado elevada el 26 de febrero de 2015 y su respuesta. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito de “Inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.

La AFP Protección S.A. a su turno –fls.132 a 171- expresó que la afiliación realizada por la señora Sepúlveda Montes estuvo precedida de la información necesaria respecto a los temas diferenciales de cada uno de los regímenes pensionales con los cuales estuvo de acuerdo, recordándole de paso la limitante contenida en el artículo 2º de la Ley 797 de 2003, respecto a la cercanía de la edad mínimo para pensionarse.

Indicó también que el régimen de transición, no es una garantía que permaneciera de manera indefinida, pues para cuando la actora se trasladó al régimen de ahorro individual en el año 1997, no tenía manera alguna de beneficiarse de éste, pues no tenía 35 años de edad, ni 15 años de servicio a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, dado que se vinculó al sistema pensional para octubre de 1980.

Precisó además que la obligación del cotejo de ambos regímenes surgió para los fondos privados con la expedición de la Ley 1748 de 2014, situación que valida la información brindada por el asesor en aquélla primera oportunidad respecto a las bondades del RAIS, razones que debió conocer con suficiencia y evaluar dado que estuvo en el régimen por 18 años.
Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó como “Genérica o innominada”, “Prescripción”, “Buena fe”, “Compensación”, “Exoneración de condena en costas”, “Ausencia de sujeto susceptible de beneficio del régimen de transición”, “Inexistencia de la Obligación”, “Falta de Causa para Pedir”, “Falta de legitimación en la causa y/o ausencia de personería sustantiva por pasiva de Protección S.A.”, “Inexistencia de la fuente de la obligación”, “Inexistencia de la causa por inexistencia de la oportunidad”, “Ausencia de perjuicios morales y materiales irrogados a la actora por parte de esta entidad llamada a juicio” y “Afectación de la estabilidad financiera del sistema en caso de acceder al traslado”.

En sentencia de 31 de mayo de 2017, la funcionaria de primer grado negó las pretensiones de la demanda al verificar que la demandante no era beneficiaria del régimen de transición y que se afilió y permaneció en el régimen de ahorro individual con solidaridad motivada por el hecho de poderse pensionar anticipadamente y dejar a sus hijos el capital ahorrado en caso de fallecer sin dejar beneficiarios; que no le fueron formadas falsas expectativas sobre el monto de la pensión y que tuvo la oportunidad de regresar al régimen en consideración a que contaba con la información brindada por su hermana, una abogada que en declaración manifestó que le aconsejó retornar a Colpensiones; sin embargo ésta se negó a hacerlo.
Frente a las pretensiones subsidiarias indicó la funcionaria que en virtud a la Corte Constitucional en la Sentencia C-1024 de 2004, declaró exequible el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, resulta imposible en esta instancia procesal declarar la excepción de inconstitucionalidad de dicha norma por haberse presentado la cosa juzgada constitucional.
Inconforme con la decisión la parte actora interpuso recurso de apelación indicando que si bien la pruebas que obran en el plenario demuestran que realmente existió una correcta información y un verdadero ánimo de la actora para acogerse a las reglas del RAIS, por el anhelo de pensionarse anticipadamente y dejar como herencia a sus hijos el capital ahorrado en su cuenta de ahorro individual, lo cierto que es que no le fue informado cómo se liquida una pensión anticipada, cuál sería el monto de la prestación, el comportamiento del bono pensional por cuenta de la redención anticipada y su negociación, es decir no se hizo un cálculo específico, ni se brindó la asesoría necesaria frente al valor de la mesada pensional. 
Señaló también que no puede serle imputada omisión alguna por no retornar oportunamente al régimen de prima media dado que no le fue informada tal posibilidad al paso que precisó que Protección S.A. reconoció al contestar la demanda que la obligación de cotejar ambos regímenes surgió a partir de 2014, lo cual indica que la asesoría correspondiente no le fue bridada en su oportunidad, pues de habérsele indicado en el año 97 cuando se trasladó al RAIS, que podía pensionarse de manera anticipada con una mesada irrisoria, no se habría trasladado
Por último, refiere que la situación de su hermana, quien fungió como testigo en este asunto, es diversa a la suya, pues ésta era beneficiaria del régimen de transición y por ello retornó al régimen de prima media con prestación definida,  sin que la información que le podría brindar supliera el deber que en ese sentido tenía el fondo privado, en quien siempre confió y sólo hasta el momento en que solicitó la pensión se enteró del monto que le correspondería a título de mesada pensional.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Hay lugar a declarar nula la afiliación de la señora Blanca Libia Sepúlveda Montes al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad? 

Con el propósito de dar solución los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

INEFICACIA DE LA AFILIACION AL REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL CON SOLIDARIDAD.

La Sala de Casación Laboral mediante sentencia SL12136 de 3 de septiembre de 2014 radicación Nº 46.292 con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, determinó con base en lo previsto en los artículos 13 literal b) y 271 de la Ley 100 de 1993, que cuando se presenten controversias frente a los traslados entre el régimen de prima media con prestación definida y el de ahorro individual con solidaridad, lo que debe analizarse es si el acto jurídico que lo generó resulta o no eficaz.

En efecto, establece el literal b) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 que la selección de uno cualquiera de los regímenes pensionales previstos en ese cuerpo normativo debe ser libre y voluntaria por parte del afiliado, pues de desconocerse ese derecho en cualquier forma, se aplicará lo dispuesto en el artículo 271 ibídem, que prevé que de atentarse en cualquier forma contra el derecho del trabajador a su afiliación y selección de organismos e instituciones del sistema de seguridad social integral se hará acreedor a una multa impuesta por las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o del Ministerio de Salud, que no podrá ser inferior a un salario mínimo legal mensual vigente ni exceder cincuenta veces dicho salario, y en todo caso dicha afiliación quedará sin efecto y podrá realizarse nuevamente en forma libre y espontánea por parte del trabajador, es decir, que esa afiliación deviene ineficaz.

Sobre la ineficacia, el tratadista Dr. Pedro Lafont Pianetta en su obra “Manual de Derecho Privado Contemporáneo” expresa que en términos generales la ineficacia simple es la carencia de efectos de un negocio jurídico por haberse omitido un requisito de existencia o de validez en su celebración y dentro de este concepto global se debe entender como una ineficacia especial, aquella establecida directamente por la ley como consecuencia jurídica a la deficiencia de determinada condición, tal y como se alega en los eventos objeto de estudio, pues es la propia Ley la que determina que el acto jurídico de la afiliación al RPM o al RAIS no produce efectos cuando no se cumpla la condición de ser libre y voluntaria.

Frente a la mencionada condición, expresó el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en la sentencia en cita, que cuando se trate de afiliados beneficiarios del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, resulta perentorio establecer si la respectiva administradora produjo el traslado en términos de eficacia, informándole las consecuencias que le traería el traslado, que no es otra diferente que la de la pérdida del régimen transicional; lo cual explica en los siguientes términos:

“El juez no puede pasar inadvertidas falencias informativas, menos considerar que ello no es de su resorte, pues es claro que cuando quien acude a la jurisdicción reclama que se le respete el régimen de transición, indiscutiblemente, como se anotó, surge la perentoriedad de estudiar los elementos estructurales para que el mismo opere, es decir, debe constatar que el traslado se produjo en términos de eficacia, para luego, determinar las consecuencias propias.

En ese orden se clarifica con esta decisión que cuando lo que se discuta sea el traslado de regímenes, que conlleve a la pérdida de la transición, al juzgador no solo le corresponde determinar si aquella se respeta por contar con los 15 años de servicio a la entrada de vigencia de la Ley 100 de 1993, esto es el 1° de abril de 1994, sino que será menester determinar, previamente, por tratarse de un presupuesto de eficacia, si en todo caso aquel estuvo ajustado a los principios que gobiernan el Estatuto de Seguridad Social, y a las reglas de libertad de escogencia del sistema, la cual estará sujeta a la comprobación de que existió una decisión documentada, precedida de las explicaciones sobre los efectos del traslado, en todas sus dimensiones legales.”.

Nótese que en tales circunstancias, esto es, cuando está en juego por el traslado la posible pérdida del beneficio de la transición, por el detrimento que ello implica respecto al cumplimiento de los requisitos para acceder al derecho, evidentemente menores en la legislación anterior (sea Acuerdo 049 de 1990, ley 71 de 1988 o ley 33 de 1985), resulta prioritario que la Administradora pruebe, sin asomo de duda, que advirtió a quien solicita el traslado, la pérdida del beneficio y sus consecuencias, en orden a que él pudiera tomar una decisión libre y voluntaria.

No obstante, cuando se trate de afiliados que no son beneficiarios del régimen de transición, como quiera que su traslado no acarrea la pérdida de situaciones favorables basadas en legislación anterior, para lograr la ineficacia del traslado, corresponde al actor evidenciar en el proceso, que información equivocada o falaz lo llevó a optar por escoger el RAIS a pesar del perjuicio que ello le significa, sin que por su simple afirmación, traslade la carga probatoria a la correspondiente administradora. Ello es así en consideración a que las personas cuyos derechos estén regidos en un todo por ley 100 de 1993 no pueden prescindir del hecho que el sistema general de pensiones está compuesto por dos regímenes solidarios excluyentes, cada uno de ellos con características diferentes, con todos sus pros y contras, pero que en todo caso se entienden como sistemas con beneficios equiparables. Si no fuera así no podrían coexistir, como en efecto lo hacen.

De allí que en estos casos, para establecer la ineficacia del traslado sea preciso que se pruebe, sin lugar a dudas, que se recibió información errónea o falaz  y que con base en ella se asumió la decisión del traslado, que lo perjudica.

EL CASO CONCRETO

Sea lo primero advertir que si bien la parte actora pretende que se declare la nulidad del traslado del régimen de prima media con prestación definida efectuada al RAIS y los que ya encontrándose en dicho régimen le sucedieron, debe recordarse que conforme lo estableció la Sala de Casación Laboral en sentencia referida al iniciar la solución del problema jurídico planteado, cuando se trata de controversias surgidas con ocasión al traslado entre regímenes pensionales, lo que debe analizarse es si el acto jurídico que lo generó resulta o no eficaz y en esos términos se abordará el asunto.
Clarificado lo anterior, hay que decir que la señora Blanca Libia Sepúlveda no es beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, ya que de acuerdo con la copia de la cédula de ciudadanía –fl.23- para el 1º de abril de 1994, fecha en que empezó a regir el sistema general de pensiones, tenía cumplidos 34 años de edad, y según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.61 a 62-, para ese momento tan solo acreditaba 507.58 semanas de cotización, que representan 9.86 años de servicios.

Cabe además señalar que la mencionada señora desde su traslado al régimen de ahorro individual, ha cambiado de administradora, siendo la primera Colfondos S.A.; posteriormente Skandía, nuevamente Colfondos S.A., para finalmente afiliarse Protección S.A., pues así se ve en la historia laboral expedida por Protección S.A., visible de folio 44 a 50 del expediente, en dicho documento se indica que a partir del ciclo quinto del año 1997 se surtió la afiliación a Colfondos hasta mayo de 2000, dado que a partir del mes siguientes y hasta el octubre de la misma anualidad se hicieron aportes a Skandia, para ya en noviembre de 2000 retornar a Colfondos hasta septiembre de 2007 cuando se trasladó a Protección S.A. afiliación que se encuentra vigente.

Ahora si bien no obra en el plenario el formulario inicialmente suscrito por la demandante ante Colfondos, si obra el que con posterioridad suscribió en virtud al traslado efectuado de Skandia a éste –fl 94- en el que se observa que la actora hizo constar que “la selección del régimen de ahorro individual con solidaridad” la había efectuado de “forma libre, espontánea y sin presiones”, siendo elegida para administrar sus aportes la Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías S.A. Colfondos S.A. Similar manifestación se evidencia en el formulario No 7976657 –fl 172-, diligenciado para validar el cambio de administradora, siendo su nueva selección Protección Pensiones y Cesantías.

Frente a ésta última afiliación, obra también la Carta de Validación de Asesoría –fl 0175- en la que se indicaron con precisión los beneficios del régimen de prima media a los cuales no podría acceder si se afiliaba a esa entidad, precisándole además la posibilidad de que el monto de la pensión en el RAIS, podría ser inferior a la que le correspondería en el otro sistema o sus fondos insuficientes, si su salario sufría cambios considerables al reportado a 30 de junio de 1992; información con la que se sintió conforme, e incluso dejó constancia que era consciente de que se encontraba en los 10 últimos años para pensionarse, y para constancia suscribió el formato correspondiente.   Este documento, contrario a lo sostenido en la demanda, sin duda da cuenta en gran parte del claro conocimiento que sobro el cambio de régimen llegó la actora a recibir.
Ahora bien, de acuerdo con la versión del señor Audberto Amariles Gallego, compañero de trabajo de la actora en Alpina, recuerda que a la actora le brindaron una asesoría en el año 97 y la demandante accedió a trasladarse porque por la época existía la errada información por parte de los medios de comunicación de que el ISS se iba a acabar; refiere que la Compañía auspició las reuniones grupales con asesores de los fondos para que los afiliados tomaran la decisión de cambiarse de régimen, con el fin de asegurar la pensión dado que el ISS estaba en crisis; indicó que en su caso particular se trasladó, pues vio en el fondo privado su tabla de salvación; sin embargo, cuando pudo regresar lo hizo y recibió la asesoría que le despejó sus dudas, como por ejemplo que la mesadas en el RAIS es inferior y que el capital ahorrado para la pensión se puede agotar; insiste en que la asesoría fue general a todos los empleados de Alpina, pero manifestó desconocer si la señora Sepúlveda Montes recibió información personalizada relacionada con el monto de la prestación o los beneficios que perdería.

La señora Nidia Sepúlveda Montes, hermana de la demandante, indicó que ésta se trasladó motivada por beneficios tales como la posibilidad de pensionarse de manera anticipada y heredar el capital ahorrado a sus hijos; que en varias oportunidades le insistió a su familiar que se trasladara de régimen, pero ésta se mantenía en su decisión y solo cuando fue al fondo con la aspiración de pensionarse encontró que su mesada sería muy inferior a la aspirada, por lo que concluyó que era conveniente retornar al régimen de prima media.  
Esta última afirmación, es corroborada por la actora al momento de absolver el interrogatorio de parte, pues señaló que su descontento con el régimen de ahorro individual con solidaridad solo se vino a materializar a principio del año 2014, cuando aparentemente se le informó que la posible mesada pensional que obtendría sería equivalente a una suma aproximada a los $1.200.000, la cual, a simple vista le resultó muy muy inferior de acuerdo con los ingresos sobre los cuales había efectuado sus cotizaciones; es decir, su inconformidad realmente no proviene de que se le haya dado una información falaz que hubiere producido en ella un convencimiento erróneo sobre las particularidades del régimen de ahorro individual con solidaridad como lo quería hacer ver con las afirmaciones contenidas en la demanda.
No obstante, más allá de afirmar en la demanda –fls.2 a 22- que no recibió la información suficiente que le advirtiera sobre los riesgos que implicaba el traslado, no trajo al proceso prueba alguna que pudiera acreditar que esa información suministrada no correspondía a lo dispuesto en los artículos 59 y siguientes de la Ley 100 de 1993, situación ésta que hubiera podido llevar a concluir que la información suministrada por las AFPs Colfondos y Protección S.A. generó una falsa ilusión producto de una actuación engañosa, falaz y artificiosa.

Ahora, en el recurso se echa de menos que no se haya brindado la información relativa a la forma en que se liquida una pensión anticipada, ni se haya hecho un cálculo específico que permitiera, en ese entonces, visualizar el posible valor que tendría hoy por hoy su mesada pensional, misma  que en todo caso presume inferior a la que se le otorgaría en el régimen de prima media, -aunque esa presunción no la soporta en ninguna prueba-  
Pues bien, aunque el actor hubiera allegado -que no lo hizo- liquidaciones actuales de la AFP concernientes al valor de lo que percibiría hoy en día como mesada pensional, de todos modos no habría lugar a declarar la ineficacia del traslado, ya que con ello no se demostraría que inicialmente se le dio una información equivocada o mentirosa por parte de las AFPs Colfondos S.A. o Protección S.A. tendiente a que se afiliara a ese régimen pensional, pues la cuantificación actual del monto pensional obviamente resulta efectuada gracias a la certeza que se tiene de saber, a ciencia cierta, cuáles son los ahorros que en realidad acumula el accionante en su cuenta de ahorro individual y sus rendimientos, así como el valor del correspondiente bono pensional; estudio que de haberse realizado para mayo de 1997, consistiría en un cálculo contentivo de hipotéticas predicciones como las de comportamientos de los mercados durante los años futuros, continuidad en el vínculo laboral, monto de las cotizaciones, alteraciones de las tasas de interés, aspectos todos que, se itera, de haberse realizado, precisamente requerirían de análisis y crítica en el juicio, de manera tal que permitieran apoyar o desechar la tesis de haber recibido información equivocada o falaz. 
De lo anterior se deriva también que la simple manifestación de inconformidad de que el valor de la pensión a recibir en este momento en el régimen de prima media pueda resultar superior al que se ha de recibir en el RAIS, por si sola no constituye prueba de que cuando realizó su traslado, lo haya hecho movido por un engaño o por una equivocada información. En realidad en esta clase de asuntos el actor, para triunfar en sus pretensiones, entre otros aspectos, debe probar el perjuicio sufrido, la información equivocada o falaz que recibió de la Administradora y la relación de causalidad entre esta y su traslado. Aspectos todos, que se quedaron huérfanos de prueba en este trámite judicial.
Así las cosas, al no quedar acreditado que el traslado efectuado por la señora Blanca Libia Sepúlveda ocurrió por un engaño o una equivocación en que la hizo incurrir la AFP, necesario resulta concluir que el mismo no resulta ineficaz, motivo por el que se confirmará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 31 de mayo de 2017.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 31 de mayo de 2017.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta sede a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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